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igual¡¡ente están contenidos en el ar1ículo I I del Reglamento
ribunal Constit!¡cional:

Cargzca de Jirndame¡rtación la supuesta vulneración que se invoque
b) La cuestión de Dcrecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constilucional.
c) La cueslión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constituoional.
d) Se haya decidido de manera desestimatoria en cásos sustancialmente iguales.

StrNTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-ima- 5 de novie,nbre de 2018

ASUNTO
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lixP. N.' 00ó5,1-201 8,PA/tC
IIUÁNUCO
JORGE CASTRO Y CÉSPLDLS

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Jorge Castro y Céspedes
co¡tra la rcsolución de fecha 20 de diciembre de 2017, de foias 55, expcdida por la Sala
Civil de la Corte Superior de Justicia de FIUánuco. que declaró improcedente Ia

de,nanda de autos,

ItIND^NIITNTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el diario
oficial ll:l Peruano el 29 de agosto de 201,1, este Tribunal estableció. en el
lundamenlo 49, co¡ carácler de precedenle, que se expedirá sentencia inle ocutoria

si¡ más lrámite, cuando se presente alguno de los siguien¡es

En cl presenle caso, se evidencia que el recurso de agravio no está relerido a una
cueslión de Derecho de especial trascendencia conslitucional. Al respecto. un
rec!¡rso carece de esta cualidad cuando no eslá rclacionado con el contenido
constilr¡cionalmente protegido de un dcrecho fundamenlal; cuando no se relaciona
con un asunto malerialmente excluido del proceso de tutela de que se trate: o.
flnall¡eote, cua¡rdo lo pretendido no alude a un asunto que requierc una lutela de
especialurgencia.

3. Expresado de otro modo, y tcniendo en cuenta lo precisado en el firndamcnfo 50 dc
la sentencia cmitida en el Expediente 00987-201,I-PA/TC, una cuestión no revislg
especial trascendencia constilucional en los siguientes casos: (l) si un¡ f tura
rcsol].rción del Tribunal ConstitLrcio¡al no soluciona ¡ingúo conllicto de relevanciu
conslilucional, pues no existe lcsión que comprometa el derecho f'undamcntal
involucrado o se lrala de un asunto quc no corresponde resolver en la \rJ
consfitucionalt o (2) si no existe necesidad de tutelar de manera urgente el derccho
constilucional invocado y no rnedian razones sub,etivas u obielivas que habiliten a

este órgano colegiado para emilir un pronuncia¡niento de fbndo.
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Alendiendo a lo antes señalado, esta Sala del Triblrnal Constitucional considera que

no corresponde emitir un pronunciamien¡o de fondo en torno a la alegada
vulncración de su derecho flrndamental al debido prooeso y a la lulela procesal

efcctiva, porque el actor consintió lo resuelto en el proceso laboral subyacenle (clr.
Rcsolución 14, de técha 9 de junio de 2017, expedida por el Primer Juzgado dc
Trabajo - Sede Anexo dc la Corte Superior de Justicia de Huánuco). Au¡que el

de¡¡andante señala Io siguiente: (i) el hccho de quc los dcrechos laborales sean

irrenunciables, no conlleva la exención del plazo para impugnar lo resuelto en
primera instancia o grado en el proceso laboral subyacente; (ii) su abogado no
puede consentir una decisión que perjüdica a su palrocinado y, en todo caso, eso no

significa que esté dc acucrdo con Io dccidido: (iii) dcbe pref¿rirse la salvaguarda de
Ios derechos de los trabajadores; tales aleSatos resultan a todas luces carentes de
asidero, pues el plazo para impugnar una sentencia se encuentra regulado en una
norma inrperativa,

5. En consecuencia. y de lo expueslo en los fundamcntos 2 a.l -!¿?r"¿r, sc veriflca quc
el presente recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo prevista en cl
acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expcdientc 00987-201,{-
PA,/TC y en el inciso b) del artículo l1 del Reglamento Normativo del Tribunal
Corrstitucional. Por esta razóo, corrcsponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constit!¡cional.

Por estos ftrndamenlos, el 'l'ribunal Conslitucional, con la autoridad que le
conflere Ia Constitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dir¡nir la discordia slrscitada por el voto singular del
magistrado Ferrero Costa.

Además. se incluye el fundamcnto de voto del magistrado Espinosa-Saldañc
Ila cra.

RLSUELVI!

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constilucional porque lq cuesliút de
derecho contenida en el recurso carece de especial trascendencia constitucional.

I

N{IRANDA C,\NALtrS
SARDÓN DE TABOADA
T]SPINOSA-SALDAÑA B
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Publíquese y notifiquese.
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T.IINDAMENTO I)ti VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo ¡esuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
ncccsario señalar lo siguiente:

1. Nuestra rcsponsabilidad como jueces constitucionales del T¡ibunal
Constitucional peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y

a la vez, rigurosas técnicamente. Si no se toma en cuenta cllo, el Tribunal
Conslitucional falta a su responsabilidad institucional de concretización de la
Constitución, pues debe hacerse entcnder a cabalidad en la compresión del
ordenamierto jurídico conforme a los principios, valores y demás preceptos de

esta misma Constitución.

2. Ln ese sentido. convcndría advertir al recurrente que en el ordenamiento jurídico
peruano, confo.mc al afículo 4 Código Procesal Constitucional, la tutela
procesal cfcctiva incluye al debido proceso en sus diltrcntes manifestaciones.

I,]SPINOSA.SALDAÑA BARRER{
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VOTO SINGUI,AR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emito ei presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del preccdente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-P NTC,
SENILINCIA INTERLOCUTORIA DENIGATORIA, por los fr¡ndamentos que a

continuacióI1 expongo:
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EL TRTBUNAL CoNSTrrucroNAL coMo coRTE DE REVISIóN o FALLO y No DE

cASACTóN

La Constitución dc 1979 creó el fribunal de Garantías Constitucionales comcl
instancia de casación y la Constitución de 1993 conviflió al T bunal Constitucional
en instancia de 1á11{). La Constitución dei 79, por primera vez en nuestra historia
constitücional, dispuso la creación de un órgano ad ¿oc, independiente del Pode¡
Judiciai, con la tarea de garaütizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos f'undamentales.

2. Ld Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, qL¡e tenía j urisdicción
en todo el territorio naciol1al para conocer, en víd de casación, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo clue implicó que dicho Tribunal no
constituia una instarcia habilitada para fallar e¡ fo¡ma delinitiva sobre la causa. Es

decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

4. El modelo de tutela ante anenazas y vulneración de derechos fue seriamente
r'¡odificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, afiparc, hdbeas data
y acción de cumplimiento. El segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de cont¡ol de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calilica erróneamente como "órgano de control de la Constitució¡". No obstante, en

,tü

3. En ese sentido, la Ley 23385, I-ey Orgánica del Tribunal de Gara¡tías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 a]46, que
dicho órgano, al encontrar una resolucióD denegato a que ha violado la ley o la ha
aplicado en Iorma errada o ha ircurrido en graves vicios procesales en la
tramilación y resolución de la demarda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señala¡ ia deñciencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
p¡ocedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constituciolales
me¡cio¡rados.
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mate a de procesos constitucionales de la libertad, ]a Constitución establec€ que el
Tribului Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescr-ibe que corrcsponde al 'liibunal Constitucional "conocer, en última y
delinítiva instdncia, lds resoluciones de egatotias dictadas en los procesos de

habeas corpus, a pdto, habeLls data t acción de cumplimiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el 'Iribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contnvendría mandatos ese¡cialos de la Constitución, como son el principio de

defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin sup¡emo de la
sociedad y del Estado (artículo 1), y "la observancia del debido proceso y tutela

¡urisd¡cciondl. Ninguna persona puede ser defliada de la jurisdicción
predeterminada por la lq), ni sometída a procedimieil¡o ¡lislinto de los preriañenle
estahlecidos, ní juzgada por órganos jurisdicciotldles de ercepc¡ón n¡ por
comi,'iofles especiales cteadas al efecto cualquiera sea s denominación",
consagrada en el a¡ticulo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros paises, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la vía del certiolati
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgaro supremo de interyretación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
el los llamados procesos de la libertad cua¡do el agraviado no haya obtenido una
protccción de su derecho en sede dei Poder Judicial. En otras palabús, si lo que
está en discusión es la süpüesta arnenaza o lesió[ de un derecho fundamental, se

debe ab r la vía coüespondie[te pam que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero ja apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabo¡ar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análi,i. de lo que .e preLende. de lo que .e invoca.

7. Lo co¡stitucional es escucha¡ a la paúe como concretización de su derecho
i¡renunciable a la defensa; además, un'l'rjbunal Constitucional constituye el más
efécti1,o medio de defensa de ios derechos fundamentales ftente a los poderes
públicos y privados. lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitra edad.
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EL DlRtrcrro A sER oillo coMo MANtr.ESIACIóN DE t,A DEMoCRATTZACTóN DE Los
PRoCESoS CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAD

8. l-a administración de iusticia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional. desde su creación, es respetuosa, como co[esponde, de] derecho de

l,l'l'ú
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defensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantias al interior de cualquier proceso en el cual se

dcrcrnlinen.u. derechoc. intere.es y obligaciones

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de u¡a resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está rclacionado con la defensa, la cual, sólo es

electiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretrindose el principio de inmediación que

debc rcgir cn todo proceso constitucional.

10. Sobre la interve¡ción de las pafies, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostcnta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cüando se

brinda con esl cto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye e1 derecho a ser oido con las debidas gara[tias.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defl]rlsa de sus intereses,
que sc concede en Ia audiencia de vista, también constituye un elemeÍto que
democÉtiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sob.e la esfera de inte#s de

una pe¡sona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyelte y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justifican s¡Js decisiones, porque el Tribunal Co¡stitucional se

legitima no por scr un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo suficiente las Ézones de derecho y de hecho relevantes en cada

caso que resuelve.
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12. En ese sentido, la Corte Inte¡ame¡icana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de delensa "obliga al Estado a trdtar al indi,iduo en todo momenlo como
un Nerdadero sujeto del proceso, en el más atúplio sekt¡alo ale este concepto, y no
situplemente cofio objeto clel mismo"t , y qre "pata que exista debido proceso legal
es preciso que un justiciable pueda hacer talet sus derechos y defender sus
intere.\ts en,[orna efcctit¡a y cn coúd¡ciones de igualdad procesal con otros
iutti,:i,thl, ¡"'

I Corte IDH. Caso Barelo Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de ¡oviembre de 2009,
párafo 29.
2 Cofte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de.junio de 2002, párafo 146.

rrn
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NAruRALnzA PRocf,saL DEI- RECURSo DE AGRAVIo Co¡_srtrucloNAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en ia Constitución no puede ser

desvirtuado pol el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho '[ribunal es su intérprete supremo, pero no su refomador, toda
vez que oomo órgano constituido también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a ur proceso constitucional de la libertad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para 'revisar" ni mucho menos "¡ccaliñcar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
T¡ibunal Constitucionai no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tlibunal 1o que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciaLrse sobre el fondo. Por ende, ¡o le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, siflo por el contrario de "conocer" Io que la parte a]ega
como Lrn agmvio que le causa indefensión.

17. Por Io demás, zatdtis mutd dis, el ptecedente vinculante conter¡ido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite 1() señalado por el Tribunai Constitucional en otros
fállos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PllC/TC). Del mismo modo, co¡stituye una reafirmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitucionales de la libeñad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tua¡ la esencia principal del ¡ecurso de agrrvio
constitucional.
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16. Por otro lado, la "sentencia interlocuto a" establece como supuestos para su
aplicación lórmulas imprecisas y amplias cuyo co[tenido, e¡1el mejor de ]os casos.
requie¡e ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, ¡1o definirlo, ni justificarlo,
conviefe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
al¿ctar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantÍas, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrial que adivinar qué resolverá el T bunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.
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19. Portanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional represenla la

última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agmviados, volo a távor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que gaiantiza que el'Iribunal Conslitucional, en tanto instancia última y
delinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialme¡1te si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de protección de derechos

humanos.

20. Como ai-lrmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una def'ensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucioÍal
e[traña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su de¡echo
está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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